Fundamentos
LEY SANCIONATORIA PARA EVASORES REINCIDENTES.

(CREACIÓN DE PENAS CON TRABAJO COMUNITARIO)

Si bien sabemos que en la Constitución Nacional queda explicito que las provincias no tienen facultades legislativas en materia de “delitos”, por ser esta una materia delegada a la Nación, reservándose las provincias la posibilidad de legislar en materias de faltas y contravenciones cuyos comportamientos no estén contemplados en el Código Penal, ni en las leyes especiales dictadas por la Nación, según lo estipulado en el artículo 75, inciso 12 y artículo 26 de la Constitución Nacional, donde se establece que es atribución del Congreso de la Nación dictar el Código Penal, siendo ésta una facultad delegada por las provincias a la Nación.


No obstante vamos a comenzar por decir que los “ilícitos” no tipificados en la legislación nacional deben igualmente ser investigados y sancionados, y si el posible “evitados” desarrollando un marco legislativo acorde. Para potenciar nuestro impulso y así conocer y explicar el alcance de lo dicho antes de ahora citaremos un conocido penalista, Sebastián Soler. ¿Que nos dice el profesor al respecto?, enfatiza que la delegación de facultades en el Congreso por parte de las provincias se limita sólo al dictado del Código Penal y  leyes especiales, quedando como poder reservado por las provincias el legislar en materia delictual respecto de figuras no incluidas en el Código de fondo, así como la potestad de crear contravenciones o faltas derivadas de su poder de policía (citado por García Belsunce, Horacio: Derecho Tributario Penal, Ed. De Palma, Pág. 92).


En idéntico sentido se expresa otro conocido tributarista, al otorgar a las provincias la posibilidad de reprimir la violación de sus leyes impositivas, que si bien define por separado los delitos y las contravenciones, otorga a las infracciones fiscales la facultad de ser materia represiva tributaria válidamente legislada en el ámbito provincial. (Villegas, Héctor: Régimen Penal Tributario Argentino, Ed. De Palma, Pág. 56 y ss). La facultad de legislar es correlativa a la de prohibir y a la de sancionar penas;  en consecuencia, si las provincias y en nuestro caso la provincia de Buenos Aires se ha reservado la facultad de crear impuestos, tasas y contribuciones, la norma sustantiva puede y debe ir acompañada de la norma represiva que sancione su incumplimiento. Esta autonomía del derecho tributario permite, en el orden provincial, legislar sobre infracciones de tal naturaleza, con independencia de que se les asigne la calidad de “delitos” o de “contravenciones”.


El procedimiento especial previsto para la aplicación de sanciones en el ámbito tributario, así como las peculiaridades características del funcionario que tiene a su cargo la sustanciación del sumario, dan sustento a la afirmación de que las “infracciones y sanciones penales e infracciones y sanciones administrativas (entre las que incluye las tributarias), son antológicamente iguales. La diferencia es puramente formal, se basa en el órgano llamado a apreciarlas y a aplicarlas. Si es un órgano judicial, la infracción y sanción son penales. Si es un órgano administrativo, la infracción y sanción son administrativas.” (Ferreiro Lapatza, Las infracciones tributarias en la reforma de la Ley General Tributaria, “Revista Jurídica de Cataluña” Nº 4, 1985, p. 893.


Sobre la misma base señala Marienhoff que “en nuestro ordenamiento jurídico son delitos las inconductas incriminadas en el Código Penal, o en leyes penales especiales dictadas por la Nación. Son “faltas” o “contravenciones” los comportamientos que, no estando contemplados en el Código Penal ni en leyes penales especiales de la Nación, estén validamente reprimidos ya sea por la Nación - en los lugares donde tenga jurisdicción - o por las provincias dentro de su respectivo ámbito”. (Marienhoff, Miguel: Tratado de derecho administrativo, ED. Abeledo - Perrot, Pág. 586). Es decir, independientemente de la nomenclatura jurídica que cada autor utiliza, hay consenso respecto a las facultades represivas de las provincias en materia tributaria cuando se infracciona su ordenamiento jurídico.


Como antecedente es importante recordar que, ya para entonces, Las Terceras Jornadas Latinoamericanas de Derecho Tributario, realizadas en 1962, en San Pablo, Brasil, sobre este punto declararon que “Para la aplicación e interpretación de las normas tributarias en lo que se refiere al ilícito tributario y sus sanciones respectivas, deberá estarse a los institutos, principios y conceptos propios del derecho tributario y, en su defecto, a los principios generales del derecho en materia punitiva”. Es particularmente esclarecedor el Modelo de Código Tributario para América Latina, preparado en el programa conjunto de tributación de la OEA – BID y redactado por los Dres. Giuliani Fonrouge, Gomes de Sousa y Valdez Costa en el año 1967, donde en el titulo III (arts. 69 a 125) en todo lo relativo a infracciones y sanciones, luego de enumerar y tipificar las distintas infracciones y fijar las penas pertinentes estable que ‘a falta de normas tributarias expresas se aplicaran supletoriamente los principios generales del derecho en materia punitiva’ (art. 70), con la aclaración que la aplicación supletoria cesa cuando la ley suplida dispone expresa o implícitamente lo contrario. De esta forma se resuelve adecuadamente lo que venimos planteando en cuanto a la relación entre el derecho tributario penal y el derecho penal común. En igual sentido se expresa el Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires al señalar en su art. 73 que: ‘Las sanciones establecidas en el presente Código se aplicaran sin perjuicio de la responsabilidad penal por delitos comunes, o por delitos tributarios establecidos por la Ley Nacional 23.771, o las que en el futuro se sancionen’.


Luego de aclarado el confusionismo terminológico y el contenido significante de las expresiones, tener por entendido que el in bis in ídem esta amparado por la Constitución Nacional y de la Provincia de Buenos Aires, que la jurisprudencia avaló la posibilidad de imponer mas de una sanción por un hecho reprochable (arresto e inhabilitación, multa y clausura, etc.), y demás principios generales que hacen a nuestro sistema jurídico se hace necesario aclarar el sentido de esta ley.


Esta muy lejos de nuestra intención involucrarnos en la discusión respecto la característica, objeto, finalidad, etc. de la sanción penal; demasiado se ha escrito sobre el tema y algunos de sus autores tienen bien ganado su prestigio internacional. El trabajo social como sanción tiene por objetivo la búsqueda de instrumentos sustitutos a la columna vertebral de las sanciones positivas tradicionales que tienen un claro sentido retributivo.

Frente al flagelo social que hoy importa este tipo de conductas reprochables, se hace mas necesario que nunca quebrar la estrechez imaginativa, liberarnos de los prejuicios que significa la búsqueda de sustitutos sancionatorios y mejorar la técnica legislativa, sin salirse de los moldes mas o menos retributivos, que manifieste su capacidad concientizadora, resocializadora y disuasiva. Este es el verdadero objetivo y sentido de la norma que se propone, al pone a disposición de la Autoridad de Aplicación Fiscal una nueva norma infraccional, cualitativamente diferente de las positivamente legisladas para que sea utilizada razonablemente frente a conductas que la sociedad considera intolerables por la grave asimetría e injusticia social que conllevan.
Por todo lo expuesto solicito a los señores legisladores, sírvanse acompañar el presente proyecto de ley.-
PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY

Artículo 1º : Incorporase los Art. 72 bis y 72 ter a la Ley 10.397 “Código Fiscal” y sus modificaciones  con el siguiente texto:

                 Art.72 bis
“Sin perjuicio de las sanciones previstas en el presente Título, en caso de reincidencia, la Autoridad de Aplicación podrá imponer la aplicación de una sanción accesoria, que consistirá en la realización de trabajos comunitarios no remunerados a favor del Estado o de instituciones de bien público, por un lapso de entre cinco (5) y ciento veinte (120) días, conforme lo determine la reglamentación.” 

Art. 72 ter

“a los efectos de la presente ley se entiende por trabajo comunitario la retribución social a una infracción en perjuicio de la comunidad y la convivencia ciudadana, que se encuentra destinada al desarrollo de una actividad  pública en beneficio de la sociedad”

Artículo 2º: Comuníquese al Poder Ejecutivo .-
